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Alerta | COVID-19 

 abril de 2020 

 

REAL DECRETO-LEY 11/2020, DE 31 DE MARZO, POR EL QUE SE ADOPTAN 
MEDIDAS URGENTES COMPLEMENTARIAS EN EL ÁMBITO SOCIAL Y ECONÓMICO 

PARA HACER FRENTE AL COVID-19 

 

MEDIDAS EN MATERIA DE DERECHO INMOBILIARIO 

1. Suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para hogares vulnerables sin 
alternativa habitacional. La situación de vulnerabilidad social o económica sobrevenida como 
consecuencia de la expansión del COVID-19 (que le imposibilite encontrar una alternativa habitacional) 
debe ser acreditada por el arrendatario ante el Juzgado correspondiente. El decreto que fije la 
suspensión señalará que, transcurrido el plazo de suspensión que se fije, se reanudará el cómputo de 
los días o se señalará fecha para la vista, según corresponda.  

 
2. Prórroga extraordinaria de los contratos de arrendamiento de vivienda habitual (para contratos 

sujetos a la LAU 29/1994). Si el plazo o prórroga finaliza durante el período del estado de alarma (y hasta 
2 meses después de finalizado el estado de alarma), el arrendatario podrá solicitar una prórroga 
extraordinaria por un período máximo de 6 meses, durante los cuales seguirán resultando de aplicación 
los mismos términos del contrato. El arrendador está obligado a aceptar la solicitud de prórroga 
extraordinaria.  

 
3. Moratoria de deuda arrendaticia (para arrendatarios - LAU 29/1994 - de vivienda habitual en situación 

de vulnerabilidad económica a causa del COVID-19) 
 

a) En caso de grandes tenedores (persona física o jurídica que sea titular de más de diez 
inmuebles urbanos, excluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida de más de 
1.500 metros cuadrados) y empresas o entidades públicas de vivienda. 

 
La arrendataria que se encuentre en situación de vulnerabilidad económica podrá solicitar de la 
arrendadora cuando esta sea una empresa o entidad pública de vivienda o un gran tenedor, en el 
plazo de 1 mes desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley, el aplazamiento temporal y 
extraordinario en el pago de la renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total o 
parcial de la misma no se hubiera conseguido ya con carácter voluntario por acuerdo entre ambas 
partes. 

 
La arrendataria comunicará su decisión en el plazo máximo de 7 días laborables escogida entre 
las siguientes alternativas: 

 

 Una reducción del 50% de la renta durante el tiempo que dure el estado de alarma y las 
mensualidades siguientes si aquel plazo fuera insuficiente en relación con la situación de 
vulnerabilidad, con un máximo en todo caso de 4 meses. 

 

 Una moratoria en el pago de la renta que afectará al periodo de tiempo que dure el estado 
de alarma y a las mensualidades siguientes, prorrogables una a una, si durara la situación 
de vulnerabilidad, sin que puedan superarse los 4 meses. Dicha renta se aplazará, a partir 
de la siguiente mensualidad de renta, mediante el fraccionamiento de las cuotas durante al 
menos 3 años, que se contarán a partir del momento en el que se supere la situación de 
vulnerabilidad, o a partir de la finalización del plazo de los 4 meses antes citado, y siempre 
dentro del plazo del contrato de arrendamiento o cualquiera de sus prórrogas. La 
arrendataria no tendrá ningún tipo de penalización ni podrán imponerse intereses.  
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b) En caso de que no sean grandes tenedores 
 

La arrendataria que se encuentre en situación de vulnerabilidad económica podrá solicitar de la 
arrendadora cuando ésta no sea un gran tenedor, el aplazamiento extraordinario en el pago de la 
renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total o parcial de la misma no se hubiera 
acordado previamente entre ambas partes con carácter voluntario. 

 
Una vez recibida la solicitud, la arrendadora comunicará a la arrendataria, en el plazo máximo de 
7 días laborables, las condiciones de aplazamiento o de fraccionamiento aplazado de la deuda 
que acepta o, en su defecto, las posibles alternativas que plantea en relación con las mismas. 

 
MEDIDAS EN MATERIA DE DERECHO LABORAL 
 
1. Posibilidad de poder disponer del ahorro acumulado en planes de pensiones en situaciones de 

desempleo consecuencia de un ERTE o el cese de actividad de trabajadores autónomos como 
consecuencia de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. (Para más detalle ver 
medidas en materia fiscal) 

 
2. Creación de un subsidio extraordinario temporal para las personas empleadas del hogar (por falta 

de actividad temporal – total o parcial – o extinción del contrato con motivo de la crisis sanitaria del 
COVID-19). 

 
3. Creación de un subsidio de desempleo excepcional por fin de contrato temporal del que serán 

beneficiarias las personas trabajadoras a las que se les hubiera extinguido un contrato de duración 
determinada de, al menos, dos meses de duración, con posterioridad a la entrada en vigor del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma, y no contarán con la 
cotización necesaria para acceder a otra prestación o subsidio. 
 

4. Concreción del alcance del compromiso empresarial de mantenimiento del empleo durante el 
plazo de seis meses desde la fecha de la reanudación de la actividad en el contexto de las medidas de 
ERTE basadas en el COVID-19 (D.A. 6ª del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo): 
  

a) La aplicación del compromiso se valorará en atención a las características específicas de los 
distintos sectores, teniendo en cuenta, en particular, las especificidades de aquellas empresas 
que presentan una alta variabilidad o estacionalidad del empleo o una relación directa con eventos 
o espectáculos concretos, como sucede, entre otros, en el ámbito de las artes escénicas, 
musicales, cinematográfico y audiovisual.  

 
b) En el caso de contratos temporales, el compromiso de mantenimiento del empleo no se entenderá 

incumplido cuando el contrato se extinga por expiración del tiempo convenido o la realización de 
la obra o servicio que constituye su objeto o cuando no pueda realizarse de forma inmediata la 
actividad objeto de contratación.  

 
5. Se prevé la posibilidad de que las empresas concursadas puedan acceder a un ERTE (arts. 22 y 

23 RDL 8/2020) cuando hayan sido afectadas por la situación derivada del COVID-19.  
 

6. Se permite que los ingresos derivados de la cotización por formación profesional puedan aplicarse 
a la financiación de cualquiera de las prestaciones y acciones del sistema de protección por desempleo. 

 
7. Se extiende la aplicación de la prestación por Incapacidad Temporal en los términos previstos en el Real 

Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, a los casos de confinamiento agravado, en los que no se permiten 
los desplazamientos fuera del perímetro de los municipios afectados, ni actividad económica, más allá 
de aquellos servicios considerados esenciales. 
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8. Se considera como supuesto de vulnerabilidad económica el derivado de la situación de desempleo, 
ERTE o reducción de jornada por motivos de cuidado o, en caso de ser empresario o profesional, de 
una pérdida sustancial de ingresos, a efectos de obtener moratorias o ayudas en relación con la renta 
arrendaticia de la vivienda habitual. 

 
9. Se considera como supuesto de vulnerabilidad económica el derivado de la situación de desempleo o, 

en caso de ser empresario o profesional, de una pérdida sustancial de ingresos, a los efectos de la 
moratoria hipotecaria y del crédito de financiación no hipotecaria y de la suspensión de las 
obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria.  

 
10. Se posibilita la moratoria de las cotizaciones sociales a la Seguridad Social:  
 

a) Se habilita a la TGSS a otorgar moratorias de seis meses, sin interés, a las empresas y los 
trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen de la Seguridad Social, que lo 
soliciten y cumplan determinados requisitos y condiciones.  

 
b) Esta moratoria afectará al pago de las cotizaciones cuyo período de devengo, en el caso de las 

empresas, esté comprendido entre los meses de abril y junio de 2020 y, en el caso de los 
trabajadores por cuenta propia entre mayo y julio de 2020, siempre que las actividades que 
realicen no se hayan suspendido con ocasión del estado de alarma declarado por el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo. 

 
11. Se posibilita el aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social:  

 
Las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen de la Seguridad social 
o los autorizados para actuar a través del Sistema RED, siempre que no tuvieran otro aplazamiento en 
vigor, podrán solicitar el aplazamiento de las deudas cuyo plazo reglamentario de ingreso tenga lugar 
entre los meses de abril y junio de 2020, siendo de aplicación un interés del 0,5%. 
 

12. Se prevé la compatibilidad del subsidio por cuidado de menor afectado por cáncer u otra 
enfermedad grave, que vinieran percibiendo los trabajadores por cuenta ajena, a 14 de marzo de 2020, 
con la suspensión del contrato o reducción de jornada derivada de un ERTE por causas COVID-19. 
Compatibilidad que también aplica a los trabajadores por cuenta propia o autónomos durante la 
permanencia del estado de alarma. 

 
13. Se concreta la duración de las medidas previstas en el RDL 8/2020: 
 

a) Con carácter general, las medidas mantendrán su vigencia hasta un mes después del fin de la 
vigencia de la declaración del estado de alarma. No obstante, aquellas medidas que tengan un 
plazo determinado de duración se sujetarán al mismo. 

 
b) Sin perjuicio de lo anterior, el Gobierno podrá prorrogar tales medidas mediante real decreto-ley. 

 

MEDIDAS EN MATERIA DE DERECHO PÚBLICO 

1. Medidas de flexibilización de los contratos de suministro de electricidad, gas natural y productos 
petrolíferos para trabajadores autónomos (artículos 42, 43 y 44 del RDL 11/2020). 
 

a) Flexibilización de los contratos de suministro de electricidad y gas natural para los autónomos que 

lo soliciten (incluyendo cambios de potencia, caudal y peaje aplicado), con el objetivo de adaptar 

dichos contratos a las pautas de consumo durante el estado de alarma. Los consumidores podrán 

reactivar y restaurar sus contratos en el plazo de tres (3) meses tras la finalización del estado de 

alarma. Particularmente, se permite la suspensión temporal de los contratos de suministro o su 
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modificación para obtener condiciones más acordes a la situación actual. Las compañías 

distribuidoras no podrán aplicar penalizaciones por estos cambios. 

b) Adicionalmente, los autónomos y las PYMES podrán solicitar la suspensión del pago de las 

facturas que correspondan a periodos de facturación que contengan días integrados en el estado 

de alarma, incluyendo todos los conceptos de facturación. Las comercializadoras quedarán 

eximidas del pago de los peajes de acceso a las redes de transporte y distribución 

correspondientes a las facturas atrasadas.  

c) Las empresas distribuidoras de electricidad y las distribuidoras y transportistas de gas natural 

podrán acceder a una línea de avales por el importe que hayan visto reducidos sus ingresos. 

2. Medidas en materia de subvenciones y ayudas públicas: En relación con los procedimientos de 

concesión de subvenciones, para las órdenes y resoluciones de convocatoria y concesión de 

subvenciones y ayudas públicas, que hayan sido tramitadas en régimen de concurrencia competitiva y 

ya otorgadas en el momento de entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, se permite su modificación 

para ampliar los plazos de ejecución de la actividad subvencionada. Para ello, el órgano competente 

debe justificar la imposibilidad de realizar dicha actividad durante el estado de alarma y la insuficiencia 

del plazo que reste tras la finalización del mismo para su realización. Lo anterior también resultará de 

aplicación a las resoluciones y convenio de concesión de las subvenciones establecidas en el artículo 

22.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y no deberá modificarse el Real 

Decreto del Gobierno mediante el cual se especifican las normas especiales reguladoras de dichas 

subvenciones.  

3. Medidas adoptadas para ampliar el plazo para recurrir: Se establece que, en relación a los plazos 

para interponer recursos en vía administrativa o para cualquier otro procedimiento de impugnación, en 

procedimientos del que puedan derivarse efectos desfavorables para el interesado, se computarán 

desde el día hábil siguiente a la fecha de finalización de la declaración del estado de alarma. Es decir, 

se entenderá que el plazo se inicia de cero en el momento en que finalice el estado de alarma, sin tenerse 

en cuenta el tiempo transcurrido entre la notificación de la actuación administrativa objeto de recurso o 

impugnación y la declaración del estado de alarma.  

4. Modificación de la Disposición Transitoria Octava de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del 

Sector Eléctrico: Se modifica la fecha de caducidad de los derechos de acceso y conexión ya 

concedidos y que debieran caducar para aquellos proyectos que no hubieran obtenido autorización de 

explotación antes del 31 de marzo de 2020. Tales permisos caducarán antes de dos meses desde la 

finalización del estado de alarma inicial o prorrogado declarado mediante el Real Decreto 463/2020 de 

14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 

ocasionada por el COVID-19. A estos efectos no serán de aplicación las disposiciones transitorias sobre 

suspensión y reanudación de plazos regulada en las disposiciones adicionales tercera y cuarta del citado 

Real Decreto. 

5. Medidas adoptadas para modificar la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público: Se establecen varias modificaciones de la Ley de Contratos del Sector Público, entre las cuales 

deben destacarse: i) la excepción de ampliación del plazo para contratos de servicios prevista para poder 

recuperar inversiones efectuadas, se extiende, con esta modificación, a los contratos de suministro; y, ii) 

se incluye la Disposición adicional quincuagésimo quinta para establecer el régimen jurídico de "Hulleras 

del Norte S.A., S.M.E." (HUNOSA) y sus filiales y la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre, como medios 

propios y servicios técnicos. 



 

 

Alerta | COVID-19 

 abril de 2020 

 

 

 5 

MEDIDAS EN MATERIA DE DERECHO BANCARIO Y FINANCIERO 

 
1. Moratoria de deuda hipotecaria para la adquisición de vivienda habitual (inicialmente regulada en 

el RDL 8/2020). Se amplía el plazo de suspensión a 3 meses (ampliable por Acuerdo del Consejo de 
Ministros) y se amplía el ámbito de aplicación de la misma, de manera que la deuda hipotecaria será 
aquella destinada a la adquisición de:  
a) vivienda habitual;  
b) inmuebles afectos a la actividad económica que desarrollen empresarios y profesionales (esto es, 

personas físicas que cumplan las condiciones previstas en el artículo 5 de la Ley del IVA);  
c) viviendas distintas a la habitual en situación de alquiler y para las que el deudor hipotecario 

persona física, propietario y arrendador de dichas viviendas, haya dejado de percibir la renta 
arrendaticia desde la entrada en vigor del Estado de alarma o deje de percibirla hasta un mes 
después de la finalización del mismo.  

 
La aplicación de esta moratoria hipotecaria debe formalizarse en escritura pública e inscribirse en el 
Registro de la Propiedad. La inscripción de la ampliación del plazo inicial tendrá plenos efectos, en su 
caso, frente a los acreedores intermedios inscritos aunque no cuente con el consentimiento de estos. 
Durante la vigencia del estado de alarma y hasta que vuelva a restablecerse plenamente la libertad 
deambulatoria, no podrán formalizarse dichas escrituras públicas; si bien, ello no suspenderá la 
aplicación de la de la moratoria, que deberá aplicarse en el plazo máximo de 15 días, se haya formalizado 
o no aún dicha suspensión en escritura pública. 

 
2. Moratoria a los créditos y préstamos no hipotecarios (no regulada en el RDL 8/2020) que mantengan 

las personas en situación de vulnerabilidad económica, incluyendo los créditos al consumo. En 
aplicación de dicha moratoria se suspenden, por un plazo de 3 meses (ampliable por Acuerdo del 
Consejo de Ministros), las obligaciones contractuales derivadas de todo préstamo o crédito sin garantía 
hipotecaria que estuviera vigente a la fecha de entrada en vigor de este nuevo RDL, cuando esté 
contratado por una persona física que se encuentre en situación de vulnerabilidad económica como 
consecuencia del COVID-19. 

 
Para compatibilizar esta nueva moratoria con la hipotecaria del RDL 8/2020 y la moratoria del alquiler de 
este nuevo RDL, se ajusta el régimen de acreditación de esta moratoria no hipotecaria mediante el 
establecimiento de ciertas especialidades en caso de concurrencia con alguna de las anteriores 
moratorias. Se establece asimismo un régimen similar al aplicable a los préstamos hipotecarios respecto 
a la inscripción de las garantías (distintas a la hipotecaria) que, en su caso, se hubieran constituido en 
garantía del crédito o préstamo en cuestión. 
 

3. Préstamos concedidos por la Secretaría General de Industria y PYME. Dos grupos de medidas: 
 
a) Se modifica el momento y el plazo para la aportación de garantías en las convocatorias de 

préstamos concedidos por la Secretaría General de Industria y PYME que se encontrasen 
pendientes de resolución en el momento de entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo. Dichas garantías se presentarán por los solicitantes tras la resolución de concesión y con 
anterioridad al pago del préstamo, no pudiendo presentarse las mismas más tarde del 3 de 
noviembre de 2020 ya que, en caso contrario, el beneficiario perderá el derecho al cobro del 
préstamo. 

 
b) Se permite, durante un plazo de dos años y medio (extensible por Acuerdo de Consejo de 

Ministros) contados desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, la 
refinanciación de los préstamos otorgados por la Secretaría General de Industria y PYME siempre 
y cuando la crisis sanitaria provocada por el COVID-19 haya provocado periodos de inactividad 
del beneficiario, reducción en el volumen de sus ventas o interrupciones en el suministro en la 
cadena de valor. Las modificaciones del cuadro de amortización podrán consistir en: a) aumento 
del plazo máximo de amortización; b) aumento del plazo máximo de carencia, si aún no se hubiera 
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producido vencimiento de alguna cuota de principal; u c) otras modificaciones, siempre que se 
respeten los mismos niveles máximos de intensidad de ayuda y de riesgo que en el momento de 
la concesión de dichos préstamos. Dicha medida se aplica a unos programas concretos 
establecidos en el nuevo RDL.  

 
4. Garantías del Fondo de Provisiones Técnicas de CERSA. Respecto de la línea de garantías COVID-

19 del Fondo de Provisiones Técnicas de CERSA, se aprueba incrementar la dotación con 60 millones 
de euros con el fin de dar una cobertura extraordinaria del riesgo de crédito de operaciones de 
financiación para pymes afectadas en su actividad por el COVID-19. De esta manera, CERSA podrá 
asumir unos 1.000 millones de euros de riesgo que permitirá movilizar 2.000 millones de euros. 

 
5. Préstamos concedidos por la Secretaría de Estado de Turismo. Se suspende, sin necesidad de 

solicitud previa y durante un año, el pago en concepto de intereses y amortizaciones correspondientes 
a préstamos concedidos por la Secretaría de Estado de Turismo en el marco del programa Emprendetur 
I+D+i, del Programa Emprendetur Jóvenes Emprendedores y el Programa Emprendetur 
Internacionalización; siendo exigibles dichos pagos en la misma fecha del año siguiente al que figura en 
la resolución de concesión del préstamo, sin que ello implique el devengo de intereses adicionales. 

 

6. Préstamos concedidos por una Comunidad Autónoma o Entidad Local. Se posibilita a empresas y 
trabajadores autónomos que sean prestatarios de préstamos concedidos por una Comunidad Autónoma 
o Entidad Local a solicitar el aplazamiento del pago de principal y/o intereses a satisfacer en lo que resta 
de 2020, siempre que la crisis sanitaria provocada por el COVID-19 o las medidas adoptadas para paliar 
la misma hayan originado en dichas empresas o autónomos periodos de inactividad, reducción 
significativa en el volumen de las ventas o interrupciones en el suministro en la cadena de valor que les 
dificulte o impida atender al pago de la misma. 

 

MEDIDAS EN MATERIA DE DERECHO MERCANTIL 

A. Modificación de las medidas extraordinarias aplicables a las personas jurídicas de Derecho 
privado aprobadas en virtud del RDL 8/2020 en los términos siguientes: 
 

1. Asistencia telemática a reuniones de órganos sociales. Se flexibilizan las posibilidades de asistencia 
telemática a las reuniones de los órganos de gobierno o administración previstas en el RDL8/2020 de 
modo que no sólo se podrán celebrar reuniones por videoconferencia sino también por conferencia 
telefónica múltiple, ampliándose asimismo estas medidas a las juntas o asambleas de socios o asociados.  

 
En consecuencia, durante el período de alarma, aunque los estatutos sociales no previeran tal posibilidad, 
se podrán celebrar por videoconferencia o por conferencia telefónica múltiple tanto las sesiones de los 
órganos de gobierno y de administración de las personas jurídicas de derecho privado y de sus 
comisiones, como las juntas o asambleas de asociados o de socios, siempre que todas las personas 
que tengan derecho de asistencia (o quienes les representen) dispongan de los medios necesarios, el 
secretario del órgano reconozca su identidad y así lo exprese en el acta, que remitirá de inmediato a las 
direcciones de correo electrónico de cada uno de los asistentes. 

 
2. Posibilidad de formular las cuentas durante el período de alarma. A efectos de aclarar algunas 

dudas suscitadas en este sentido por el RDL 8/2020, se establece que durante el período de alarma se 
podrá proceder a la formulación y verificación por auditor de las cuentas anuales, sin perjuicio de la 
posibilidad de aplicar con carácter voluntario el régimen de suspensión temporal previsto al efecto en el 
RDL 8/2020; asimismo, se aclara que los plazos previstos en el RDL 8/2020 para la verificación contable 
de las cuentas serán de aplicación tanto a las auditorías obligatorias como a las voluntarias. 

 
3. Adaptación de la propuesta de aplicación del resultado a la nueva situación de crisis sanitaria. 

Se incluye expresamente en el RDL 8/2020 y, por tanto, se elevan a rango de ley, algunas de las 
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observaciones recogidas en el comunicado conjunto de la CNMV y el Colegio de Registradores de 
España de 26 de marzo de 2020, respecto de las alternativas al alcance de las sociedades, tanto 
cotizadas como no cotizadas, para adecuar la formulación de cuentas y propuesta de aplicación del 
resultado a la situación extraordinaria generada por la crisis sanitaria del COVID-19. En este sentido, si 
el órgano de administración lo considera pertinente, podrá adaptar la propuesta de aplicación del 
resultado (sin necesidad de reformular cuentas) a la situación derivada de la crisis sanitaria de 
conformidad con lo siguiente: 

 
a) En caso de que la junta no estuviese convocada, se podrá sustituir la propuesta de aplicación 

del resultado contenida en la memoria por una propuesta alternativa, que será la que se someta 
a la junta, justificando el nuevo contexto y los cambios derivados de las circunstancias 
económicas y sanitarias recientes. Si las cuentas estuviesen auditadas, esta nueva propuesta 
deberá ir acompañada de un escrito del auditor confirmando su opinión de auditoría a la vista de 
la nueva propuesta de aplicación del resultado.  

 
b) En caso de que la junta ya estuviese convocada, el órgano de administración podrá retirar del 

orden del día la propuesta de aplicación del resultado a efectos de someter la nueva propuesta 
a una junta general que deberá celebrarse dentro del plazo legalmente previsto para la 
celebración de la junta general ordinaria. La decisión del órgano de administración deberá 
publicarse antes de la celebración de la junta general ya convocada. En todo caso, la nueva 
propuesta de aplicación del resultado deberá cumplir con los requisitos de justificación y escrito 
del auditor de cuentas antes señalados.  

 
Cuando las sociedades cotizadas apliquen cualquiera de las medidas anteriores, la nueva propuesta, su 
justificación por el órgano de administración y el escrito del auditor deberán hacerse públicos, tan pronto 
como se aprueben, como información complementaria a las cuentas anuales en la página web de la 
entidad y en la de la CNMV como otra información relevante o, en caso de ser preceptivo, como 
información privilegiada. 

 
 

B. Modificación de las medidas extraordinarias relativas a la suspensión del régimen de 
liberalización de inversiones extranjeras en España aprobadas en virtud del RDL 8/2020 y 
aprobación de disposiciones complementarias a estos mismos efectos en los términos 
siguientes: 

 
1. Ampliación del ámbito subjetivo. Se amplía el ámbito subjetivo de la suspensión del régimen de 

liberalización de determinadas inversiones extranjeras en España aprobado por el RDL 8/2020, toda vez 
que a efectos de la aplicación de este régimen tendrán la consideración de inversor extranjero no sólo 
los residentes en países fuera de la UE o de la Asociación Europea de Libre Comercio, sino también los 
residentes en países de la UE o la Asociación Europea de Libre Comercio cuya titularidad real (entendida 
como la posesión o control en último término, directa o indirectamente, de un porcentaje superior al 25% 
del capital o derechos de voto del inversor o el ejercicio de control por otros medios) corresponda a 
residentes de países fuera de la UE o la Asociación Europea de Libre Comercio. 

 
2. Ámbito temporal de las medidas. Se suprime la referencia a que las medidas introducidas por el nuevo 

artículo 7 bis de la Ley 19/2003 estarán en vigor hasta que el Consejo de Ministros acuerde lo contrario, 
siendo por tanto necesaria su modificación a través de norma con rango de ley. 

 
3. Tramitación simplificada de operaciones en curso y operaciones de bajo importe. Se establece 

que las operaciones en curso en el momento de entrada en vigor del RDL 8/2020 que requieran 
autorización administrativa previa se sujetarán al procedimiento de tramitación simplificada previsto en 
el artículo 96 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Asimismo, y con carácter general, se aplicará este procedimiento simplificado 
a todas las operaciones que requieran autorización administrativa previa cuyo importe sea superior a 
1.000.000€ e inferior a 5.000.000€.  
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4. Operaciones exentas. Las operaciones de importe inferior a 1.000.000€ se entenderán exentas del 

régimen de autorización administrativa previa, si bien se prevé expresamente que dicho límite podrá ser 
modificado reglamentariamente. 

 

MEDIDAS EN MATERIA DE DERECHO FISCAL 

1. IVA e Impuestos especiales de facturas de electricidad, gas natural y productos derivados del 

petróleo. 

Estas medidas aplican a las comercializadoras de electricidad y gas natural y las distribuidoras de gases 

manufacturados y gases licuados del petróleo por canalización 

Se exime de la liquidación de IVA e Impuestos especiales correspondientes a las facturas cuyo pago 

haya sido suspendido en virtud de esta medida, hasta que el consumidor las haya abonado de forma 

completa, o hayan transcurrido seis meses desde la finalización del estado de alarma. 

2. Aplazamiento de determinadas deudas aduaneras  

En las declaraciones aduaneras presentadas entre el 2 de abril y el 20 de mayo se podrá solicitar el 

aplazamiento siempre y cuando: 

a) El destinatario de la mercancía importada sea PYME (volumen de operaciones no superior a 

6.010.121,04 euros en el año 2019) 

b) La deuda no incluya el IVA a la importación, no exceda de 30.000 euros y sea superior a 100 

euros. 

Este aplazamiento será de seis meses, no devengando intereses de demora por los tres primeros meses. 

3. Suspensión de plazos en el ámbito autonómico y local 

Los procedimientos cuya tramitación se hubiere iniciado con anterioridad al 18 de marzo se suspenden 

en los mismos términos que se habían establecido ya en los estatales. 

4. Ampliación de plazos para recurrir 

Los plazos para interponer recursos de reposición o reclamaciones económico-administrativas en el 

ámbito tributario empezarán a contarse a partir del 30 de abril de 2020. 

Se aplicará tanto en caso de que se hubiera iniciado el plazo para recurrir de un mes a contar desde el 

día siguiente a la notificación del acto o resolución impugnada y no hubiese finalizado el citado plazo el 

13 de marzo de 2020, como si no se hubiere notificado todavía el acto administrativo o resolución objeto 

de recurso o reclamación. 

5. Plazos de ejecución de las resoluciones de órganos económico-administrativos 

El periodo comprendido entre el 14 de marzo y el 30 de abril no computará a efectos de la duración 

máxima del plazo para la ejecución de las resoluciones de órganos económico-administrativos. 

6. Plazos de prescripción / caducidad de acciones y derechos regulados en la normativa tributaria 

Se aclara que todos estos plazos quedan suspendidos desde el 14 de marzo hasta el 30 de abril de 

2020. 
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7. Nuevos supuestos de disponibilidad de planes de pensiones 

Desde el 2 de abril al hasta el 2 de octubre (plazo que puede ser ampliado), se podrá disponer del ahorro 

acumulado en planes de pensiones, planes de previsión asegurados, planes de previsión social 

empresarial y mutualidades de previsión social del artículo 51 de la Ley del IRPF, cuando exista alguna 

de las siguientes situaciones: 

a) Desempleado como consecuencia de un expediente de regulación temporal de empleo. En este 

caso, el importe de los derechos consolidados disponible no podrá ser superior a los salarios 

dejados de percibir. 

b) Empresario titular de establecimientos cuya apertura al público se haya visto suspendida como 

consecuencia de la declaración del estado de alarma. En este caso, el importe de los derechos 

consolidados disponible no podrá ser superior a los ingresos netos estimados que se hayan dejado 

de percibir mientras se mantenga la suspensión de apertura al público. 

c) Trabajador por cuenta propia que cesa en su actividad como consecuencia del COVID-19. En 

estos supuestos, el importe de los derechos consolidados disponible no podrá ser superior a los 

ingresos netos estimados que se hayan dejado de percibir mientras se mantenga la situación de 

crisis sanitaria. 

En todo caso, el reembolso de derechos consolidados se hará efectivo a solicitud del partícipe, 

sujetándose al régimen fiscal establecido para las prestaciones de los planes de pensiones. El reembolso 

deberá efectuarse dentro del plazo máximo de 7 días hábiles desde que el partícipe presente la 

documentación acreditativa correspondiente. 

 
OTRAS MEDIDAS: 
 
1. Derecho de resolución de contratos por consumidores y usuarios. En relación con las medidas de 

protección a consumidores y usuarios, si como consecuencia de las medidas adoptadas durante la 
vigencia del estado de alarma, los contratos suscritos por los consumidores y usuarios, ya sean de 
compraventa de bienes o de prestación de servicios, incluidos los de tracto sucesivo, resultasen de 
imposible cumplimiento, el consumidor y usuario tendrán derecho a resolver el contrato durante un plazo 
de 14 días, siempre que no quepa obtener de la propuesta o propuestas de revisión ofrecidas por cada 
una de las partes, sobre la base de la buena fe, una solución que restaure la reciprocidad de intereses 
del contrato. 

 
Excepcionalmente, para los contratos de prestación de servicios de tracto sucesivo, la empresa 
prestadora puede ofrecer la opción de recuperar el servicio a posteriori y, si el consumidor no está 
conforme, se procedería a la devolución de los importes correspondientes al período del servicio no 
prestado. 

 
En el caso particular de contratos de viaje combinado cancelados con motivo del COVID19, el 
organizador o, en su caso el minorista, podrán entregar al consumidor o usuario un bono para ser 
utilizado dentro de un año desde la finalización de la vigencia del estado de alarma y sus prórrogas. Si 
finaliza el periodo de validez del bono sin haber sido utilizado, el consumidor podrá solicitar el reembolso 
completo de cualquier pago realizado. No obstante lo anterior, en los supuestos en los que el prestador 
de los servicios hubiera procedido a la devolución total del importe correspondiente a sus servicios, el 
consumidor tendrá derecho al reembolso correspondiente a las devoluciones efectuadas. 
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2. Medidas adoptadas sobre las comunicaciones comerciales de actividades de juego: Con efectos 
desde el 3 de abril de 2020, se prohíbe que las entidades que desarrollen actividades de juego incluidas 
en el ámbito de aplicación de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego, realicen las 
siguientes actuaciones: i) promoción, para captar nuevos clientes o fidelización de clientes; ii) emisión de 
comunicaciones comerciales; iii) emisión de comunicaciones comerciales que se comercialicen, vendan u 
organicen por prestadores de servicios de intercambio de vídeos a través de plataformas; y, iv) emisión de 
comunicaciones comerciales en servicios de la sociedad de la información. 

 
3. Medidas provisionales para la expedición de certificados electrónicos cualificados. Durante la 

vigencia del estado de alarma se permitirá la expedición de certificados electrónicos cualificados de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 24.1.d) del Reglamento (UE) 910/2014 (eIDAS) que establece que la 
verificación de la identidad se pueda llevar a cabo por "métodos de identificación reconocidos a escala 
nacional que aporten una seguridad equivalente en términos de fiabilidad a la presencia física". En concreto 
se acepta como método de identificación la videoconferencia basados en los procedimientos autorizados 
por el SEPBLAC para la expedición de certificados cualificados por otro Estado miembro de la Unión 
Europea. La equivalencia en el nivel de seguridad será certificada por un organismo de evaluación de la 
conformidad. Los certificados así emitidos serán revocados por el prestador de servicios al finalizar el 
estado de alarma, y su uso se limitará exclusivamente a las relaciones entre el titular y las Administraciones 
públicas. 
 

4. Suspensión de portabilidad. Modificación del RDL 8/2020, en relación con la suspensión de la 
portabilidad para operadores de telecomunicaciones. 
 

5. Donaciones para apoyo frente al COVID-19. Se establece un régimen para las donaciones de dinero, 
equipamiento y suministros, bienes inmuebles, etc. que puedan hacerse para apoyar la crisis sanitaria 
 

 
ENTRADA EN VIGOR Y VIGENCIA 
 
Entrada en vigor: 2 de abril de 2020, a excepción de la restricción a las comunicaciones comerciales de 
actividades de juego, que entrarán en vigor el 3 de abril de 2020. 
 
Vigencia del RDL 11/2020: con carácter general, las medidas previstas mantendrán su vigencia hasta un mes 
después del fin de la vigencia de la declaración del estado de alarma, salvo prórroga por parte del Gobierno. 
No obstante, aquellas medidas que tengan un plazo determinado de duración se sujetarán al mismo. 

 
*** 

El contenido de la presente nota tiene carácter general y meramente informativo. Cualquier decisión o actuación 
basada en su contenido deberá ser objeto del adecuado asesoramiento profesional. 
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